Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:34). 


—La Comisión de Asuntos Internacionales tiene el gusto de recibir al señor ministro de 
Relaciones Exteriores, señor Rodolfo Nin Novoa; al subsecretario de Relaciones Exteriores, embajador 
José Luis Cancela; al director general para asuntos políticos, embajador Martín Vidal; al director de 
asuntos institucionales del ministerio y exintegrante de esta comisión, embajador Jorge Seré, y al 
director general para asuntos de integración y Mercosur, embajador Gabriel Bellón. 


El señor senador Lacalle Pou había solicitado la presencia del canciller para que diera 
respuesta a algunas de sus interrogantes con respecto a la situación de la presidencia pro tempore del 
Mercosur y todo lo que ella involucra. Asimismo, habíamos conversado informalmente con el señor 
canciller para saber acerca del tema de los presos de Guantánamo; si el tiempo lo permite, lo 
trataremos. 


A fin de ser lo más expeditivos posible y en el marco de lo que significa esta convocatoria, en 
primer lugar cederemos el uso de la palabra al señor senador Lacalle Pou para que formule su 
planteamiento y después al señor canciller o a quien él indique. 


También quisiera excusar a otros compañeros integrantes de la comisión que, por distintos 
temas políticos, no han podido estar presentes en el día de hoy. Por otra parte, tengo entendido que en 
el decurso de esta reunión vendrán los señores representantes Peña —integrante de la Comisión de 
Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes— y Olaizola. 


SEÑOR LACALLE POU..- A título personal —y estoy seguro de que puedo representar al partido en 
esto—, me parece muy bueno el hecho de que las relaciones exteriores, si bien están sujetas al Poder 
Ejecutivo —y en este caso al ministro presente—, tengan una amplísima base. Como anécdota, les 
cuento que estoy leyendo el libro El año del León. 1940: Herrera, las bases norteamericanas y el 
complot nazi —escrito por Antonio Mercader-, que hace al episodio de las bases. Allí hay extractos del 
Senado y, curiosamente, una de las primeras cuñas de la oposición era que las relaciones exteriores 
del Poder Ejecutivo —obviamente, en el Senado del medio y medio— las definía solamente el Poder 
Ejecutivo. Y había una tremenda discusión en esa época, cuando le daban más bolilla a estos temas. 
La verdad, me siento bastante representado, a pesar de los temas y de las distintas composiciones del 
Senado, y siento que hay una amplia base en las decisiones sobre la política exterior, una amplia base 
que no significa un amplio consenso. Ya que estoy con las citas históricas, «Denme mayorías y no 
unanimidades» decía el doctor Luis Alberto de Herrera, y así es, porque después de tener una 
discusión lo más fértil posible, conduce el que manda, el que ganó, que en este caso es el Frente 
Amplio. 


No quiero debatir sobre lo que no ha pasado en estos años, estamos aquí, ahora y mañana, 
aunque, desde mi punto de vista —y hago un brevísimo paréntesis— creo que si las relaciones con 
Venezuela hubieran estado signadas por otro tipo de lógica y de mediar una mayor base político- 
partidaria, se habrían llevado adelante mucho mejor, para el bien de nuestro país. Pero eso es llover 
sobre mojado porque eso no sucedió; hoy nos tiene en este tema, aquí, ahora y mañana. La frase que 
se ha acuñado desde hace muy poco tiempo, la de que «lo jurídico está por encima de lo político» vino 
a suplir aquello de que lo político estaba por encima de lo jurídico, que fue práctica común en estos 
años en lo que respecta a las relaciones exteriores. Pues bien, le damos la bienvenida a la ley; los 
defensores de las leyes no pueden hacer otra cosa. No soy partidario de que hay dos bibliotecas, 
porque no creo que algún legislador constituyente, al momento de elaborar una ley estuviera pensando 
en cómo hacer para dejar contento a todo el mundo, o a las dos partes. Por eso existen los 
mecanismos de interpretación de la ley, que llevan hasta la voluntad del legislador en el momento de 
sancionar un texto legal. 


Y aquí entramos en la decisión que tenemos que tomar: alfabéticamente nos toca pasarle la 
presidencia pro tempore a Venezuela, o no. Obviamente, el traslado de la presidencia pro tempore no 


es el tema en sí mismo, el tema es Venezuela y el Mercosur con respecto a Venezuela. Y allí es donde 
seguramente haya tantas opiniones como cantidad de sectores del Frente Amplio, y no corresponde 
que me guíe por la interna de un partido. No es mi metier. Pero como actor político, noto que esto 
genera algún tipo de rispideces y de discrepancias en el seno del Gobierno. 


El canciller y algunos legisladores del Gobierno han dicho que lo jurídico está por encima de 
lo político, que debe respetarse el Protocolo de Ouro Preto y que Venezuela debe ocupar la 
presidencia por seis meses, y por orden alfabético, le corresponde a Uruguay traspasársela a ese país. 
Pero desde el mismo punto de vista, el artículo 6.” establece que tiene que haber una reunión entre los 
presidentes, que la costumbre —que no es fuente de derecho-— ha establecido que en esas reuniones se 
traspase la presidencia pro tempore. Pero increíblemente existe un antecedente inmediato porque 
Venezuela, en el año 2014, tuvo que pasarle la presidencia pro tempore a la Argentina y no lo hizo, no 
porque no había existido una reunión de cancilleres —aunque desconozco si fue así-, sino porque no 
hubo reuniones entre presidentes, ya sea por enfermedad del presidente o porque luego se fue 
pateando hacia adelante. Me imagino que mediaron motivos políticos. Lo que quiero decir es que esta 
no sería la primera vez. 


Ahora bien, esta dificultad “desde mi punto de vista existe la posibilidad de que se interprete 
de la manera que yo lo estoy haciendo— también hace a la imagen del bloque del señor ministro y esto 
me preocupa mucho. No sé si fue el canciller el que habló de democracia autoritaria, pero es un 
concepto que no he encontrado revisando escritos de introducción al derecho ni en todo lo que leí, 
quizá porque no tenga los últimos manuales de derecho constitucional e internacional. Si es 
democracia, es democracia y desde mi punto de vista Venezuela no goza de una democracia plena. 
Asimismo, existen elementos suficientes para aplicarle la cláusula democrática a ese país. Si conviene 
o no, es otro tema, pero tenemos una herramienta jurídica válida. 


Desde el mismo punto de vista, Venezuela no ha cumplido con algunos compromisos 
necesarios para ser socio pleno. ¿Qué quiero decir con esto? Que no se trata de ir sugiriendo 
chicanas, se trata de ver que el bloque no quede mal parado ante el mundo. Obviamente la versión 
taquigráfica es pública —y me parece bueno que así sea— y yo me hago cargo de lo que voy a decir. No 
creo que en este momento —en el que el Mercosur empieza a mirar hacia afuera del bloque, en el que 
se deja de mirar el ombligo y reconoce externalidades y posibles avances con la Unión Europea y por 
suerte, lo dijimos aquí mismo cuando el señor ministro compareció por primera vez, empieza a mirar 
hacia China, a mirar hacia adentro y a discutir la decisión n.? 32/00—, sea bueno que Venezuela ocupe 
la presidencia. No creo que el Gobierno de Maduro tenga ni la jerarquía ni la legitimación suficientes 
como para llevar adelante estos temas. Creo que el hecho de que Maduro esté al frente de la 
presidencia pro tempore del Mercosur, es directamente proporcional al enorme daño que le va a 
generar al bloque. Además, este es un momento en el cual los bloques no están en auge. Todos los 
días nos levantamos y miramos hacia Europa y queremos saber qué va a pasar en estos meses en 
países grandes, como Estados Unidos. Por suerte, Uruguay siempre ha sido una reserva, no sé si 
moral, pero sí una reserva institucional. Mi precaución como gobernante es que estamos ante una 
persona que violenta los derechos humanos, que a cada avance popular electoral le aplica una 
cortapisa y busca un bypass para no cumplir con lo que debe ejecutar. Creo que todos estamos 
medianamente de acuerdo en esto. 


¿Qué estimamos pertinente? Cambiar la forma de pensar del presidente Maduro va a ser 
muy difícil, ¿no? Ojalá tuviésemos la fuerza como para incidir; desde el señor senador Mieres, pasando 
por líderes mundiales, son varios los que han acudido a Venezuela para ver si era posible modificar 
factores internos, pero eso no se ha logrado. 


A todo esto se suma que Uruguay está bastante solo en el bloque, y ese es un elemento que 
debemos cuidar mucho. ¿Nos jugamos solos? ¿Entregamos la presidencia pro tempore a Venezuela? 
Nuestros vecinos, más tibios, o con más firmeza, no están dispuestos. Hace unos días recibimos al 
canciller brasileño; sabemos lo que opina Paraguay, y Argentina básicamente está en la misma línea. 
No creo que sea bueno. Usar la expresión «disolución de un bloque» es muy fuerte, y no creo que sea 
la adecuada, pero sí podemos hablar de «vulnerabilidad». No soy de los que piensan que hay que 
sacar a Venezuela; al revés: considero que a las naciones que están sufriendo estos procesos hay que 
abrazarlas, pero también debemos ser firmes. La firmeza es también una de las formas de asegurar la 
democracia, junto con el libre albedrío y la no intromisión. Ahora bien, desde el momento en que 


tenemos cartas en el bloque y derecho internacional vigente que a todos nos obliga, considero que hay 
que trabajar allí. 


Se conocen los buenos oficios de la diplomacia uruguaya. No voy a explicar cómo Uruguay, a 
pesar de su tamaño en el contexto mundial, ha logrado muchas veces cosas increíbles y reconocidas. 
No sería la primera vez. Dependerá de la agudeza del señor ministro y de su equipo llegar a buen 
puerto. No creo —o dudo- que la solución sea «ir estirándola», porque si a un derecho con poco poder 
coercitivo, como el derecho internacional, le agregamos incertidumbre, se transforma en una mezcla 
bastante compleja. 


¿Cuál es el objetivo de la citación del día de hoy? Solicité asesoramiento a una persona, 
quien formuló unas preguntas que más bien parecían una interpelación —la verdad, no me faltaban 
ganas porque a uno, como legislador, siempre le gusta interpelar—, pero ese no es el caso hoy; hoy se 
trata de ir de lo más grande a lo más chico y retomar la posibilidad de tener una amplia base en las 
relaciones exteriores, lo que le va a resultar útil al señor ministro dado que si un día tiene que quedar 
mal con alguien, nos puede mandar a la paliza a nosotros. A un país le sirve que las relaciones 
exteriores tengan varios anclajes y eso, el día de mañana, a Uruguay le va a resultar útil, no como 
engañifa sino como escudo para tomar o no determinadas decisiones. Es más; le puede servir en esta 
oportunidad porque si no media unanimidad —lo que a priori no sucede—, estoy seguro de que puede 
ayudar a tomar una resolución. Por eso la reunión de hoy; los procesos parlamentarios muchas veces 
son más tardíos que la vida diaria de gobierno, y cada vez van a serlo más; creo que ese es un desafío 
para todos. 


En definitiva: no creemos oportuno el traspaso de la presidencia pro tempore a Venezuela; no 
creemos que le haga bien al bloque que integramos. Debemos encontrar una salida en la que lo 
jurídico siga primando sobre lo político. Creo que están dadas las herramientas jurídicas, y también las 
de costumbre, que en nuestro país no generan derecho, pero respecto a las cuales sí tenemos la 
práctica y el antecedente inmediato. 


Ahora el objetivo es ayudar, no perjudicar al bloque, que no quede solo el país y tratar de que 
la decisión que vayan a tomar tenga la mayor base posible. Este es mi primer planteo. 


También quiero agradecer porque metimos un tema por la ventana, tema que está de moda 
en estos días; lo cierto es que nos abrieron la banderola y pudimos requerir información sobre un 
pedido de informes que el ministro tiene. Me parece que aquí tenemos que hablar de este tema, que es 
bastante más engorroso, pero si la comisión entiende que es pertinente, es posible que después 
conversemos al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere ser justa con la comisión y con el señor ministro, con 
quien también se comprometió en materia de horario en función de la pretensión que teníamos de que 
la reunión se hiciera en el día de hoy. En este sentido quiero ser justo, repito, con el señor ministro, con 
la delegación y también con los integrantes de esta comisión. 


SEÑOR MINISTRO..- Buenas tardes señoras senadoras y señores senadores. 


Venir a esta casa no me resulta para nada extraño; por el contrario, soy un firme convencido 
de que nuestra interrelación tiene que ser muy fluida, concepto que adquirí estando en el Parlamento. 
Me parece que las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo tienen que ser francas, 
directas y permanentes. En consecuencia, no tengo ningún problema —y nadie lo ha planteado como 
tal- en venir a esta casa porque es algo que nos sirve a todos. 


Quiero decir que, en términos generales, tengo muchas coincidencias con el planteo que ha 
hecho el señor senador Lacalle Pou y empiezo con algo que me llamó la atención. Me refiero a lo que 
dijo sobre las dos bibliotecas porque también soy de los que creen que, como decía un amigo 
abogado, no hay dos bibliotecas, sino una sola y mala fe. Esa siempre me pareció una definición muy 
original. 


Desde el principio de nuestra gestión dijimos que íbamos a tratar de no caer en la tentación — 
esas fueron las palabras concretas— de que lo político predominara sobre lo jurídico. En este caso 
estamos haciendo algo de esto porque, en realidad, nos encontramos ante la disyuntiva de que, para 
hacer lo que el señor senador Lacalle Pou legítimamente nos plantea, tendríamos que violar lo jurídico; 
este es un problema que nos da vueltas en la cabeza permanentemente. Alguna norma a la que 
adherimos y algún tipo de conducta que es la representación permanente de los derechos que vamos 
asumiendo como Estado —que significan cumplir casi al pie de la letra los tratados, los convenios, los 
acuerdos, las leyes y las normas— nos plantean esta situación. Indudablemente, puedo coincidir en que 
quizás en estos momentos pudiera ser inconveniente que hubiera un cambio en la Presidencia, por 
este giro que ha tomado el Mercosur en torno a la inserción internacional. Lo que sí quiero decir es 
que, más allá del cambio que pueda haber o no en la Presidencia pro tempore del Mercosur, Uruguay 
va a seguir coordinando las negociaciones con la Unión Europea. Este es un acuerdo que hemos 
adoptado entre todos los países, incluido Venezuela, entre otras cosas por la razón elemental de que 
ese país no está participando en esa negociación. A Venezuela no le interesa esta negociación y, por lo 
tanto, al no participar, no va a defender los intereses del resto de los países mejor que cada uno de 
ellos. Me parece muy importante marcar esa salvedad en el día de hoy porque está relacionada 
también con esa visión que se tiene de la Cancillería respecto al «beneplácito» —dicho entre comillas— 
O acuerdo que existe en la sociedad en el sentido de que el Uruguay se abra al mundo y busque las 
mayores facilidades para el acceso a mercados. Eso es lo que hoy estamos tratando de lograr para 
evitar pagar USD 660:000.000 para acceder a mercados donde no tenemos preferencias arancelarias. 


Es verdad que hablé de la democracia autoritaria y los obispos de Venezuela hablaron de la 
democracia resquebrajada. En ese sentido, hay una discusión, obviamente teórica, que ha sido motivo 
de muchos foros y seminarios de ciencia política. Siempre ha habido adjetivos para calificar a la 
democracia; así, se habla, entre otras, de democracias liberales, democracias representativas o de 
democracias participativas. En el Uruguay, a finales de la década de los sesenta tuvimos una 
experiencia de una democracia autoritaria, con un vicepresidente que asumió como presidente y que 
cerraba diarios, que mataba estudiantes. Muchas veces se dijo que el movimiento guerrillero que había 
surgido en el Uruguay había atentado contra un estado democrático, contra un gobierno democrático 
electo por el pueblo. 


Entonces, creo que caben los matices en las definiciones de las democracias. Estoy 
absolutamente seguro de que en Venezuela no hay una democracia plena. Uruguay es una 
democracia plena; es uno de los veinte países que está catalogado como tal. 


Nosotros tenemos la disyuntiva de aferrarnos a las normas que hemos firmado, que hemos 
acordado entre los países, y que siempre hemos clamado por respetar. La verdad es que en la rotación 
de la Presidencia pro tempore se aplican dos condiciones: una de ellas es que se haga cada seis 
meses y la otra es que estén todos los miembros participantes del bloque. Otra situación se daría si el 
estado estuviera suspendido, como ocurrió con Paraguay. Para suspender al estado tendría que haber 
una ruptura institucional. Para la Cancillería hay una gran diferencia entre una ruptura institucional y 
una democracia autoritaria. Para que haya una ruptura institucional tendría que darse el avasallamiento 
de un poder sobre otro o el cierre de alguna institución democrática. Cuando digo que se trata de una 
democracia autoritaria lo hago porque tiene rasgos de democracia. El presidente fue electo por voto 
popular; la Asamblea Nacional también fue electa por voto popular; los partidos de la minoría tienen 
posibilidades de acceder al poder, que es otra de las condiciones para que exista democracia, porque 
si hay partidos políticos que nunca pueden acceder al poder por diversos motivos, no se configura una 
democracia plena. La razón más fuerte de este argumento es que hoy, en Venezuela, precisamente, 
los partidos de la oposición controlan la Asamblea Nacional. 


Me parece que si queremos cumplir con aquello de que lo jurídico está por encimo de lo 
político, tenemos que buscar la manera de entregar esta Presidencia. Si ello es bueno o malo, si da o 
no una buena imagen, es otro tema sobre el que, como canciller, no puedo esgrimir opinión pública. 
Esto requiere cierto grado de cordura; yo no puedo decir todo lo que quiero. La diplomacia se maneja 
con discreción, con paciencia. Es importante la transparencia, la honestidad, pero no podemos decir 
todo lo que queremos, porque tenemos que mantener los vínculos con los países con los cuales 
tratamos. La diplomacia es eso: estrechar vínculos que fomenten la participación de la gente, la paz, el 
desarrollo, etcétera. 


Estamos en una situación, para mí, muy grave —lo digo con toda franqueza—, porque no sé 
qué puede pasar para adelante con el resto de las presidencias en el futuro si ahora no se concede. El 
Mercosur puede tener serios problemas. No voy a hablar de las actitudes de los demás países, pero 
bastaría con que algún país dijera que no viene para no consolidar el acto jurídico de traspaso de la 
presidencia, porque esto tiene que ser por consenso y con presencia de todos los estados. Es lo que 
dice el artículo 37 del Protocolo de Ouro Preto, que es parte constitutiva del Tratado de Asunción. Y 
tenemos algunas percepciones de que algunos países no van a venir. Entonces, ese acto jurídico no se 
va a completar. 


¿Qué es lo que estamos haciendo? Estamos buscando alternativas y hablando 
permanentemente con los cancilleres, entre los representantes permanentes, para tratar de determinar 
cómo vamos a consolidar este acto, que nos mandata, además, el propio Tratado de Asunción. Sobre 
esto no puedo detallar mucha cosa, porque no me gustaría que mis ideas se conocieran a través de 
una versión taquigráfica antes de que la conozcan aquellos con quienes estoy negociando. Entonces, 
ahí tengo una limitación grande. No puedo decirles todo lo que quisiera en este ámbito del Senado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Con las disculpas del caso, no sé si no nos tiene que decir todo. Quizás, si 
la comisión lo entiende procedente, una parte de la sesión podría realizarse sin versión taquigráfica. A 
mí me interesa saber lo que el señor ministro está negociando. Obviamente, si forma parte de la 
reserva y del anclaje nuestro, de la fortaleza nuestra, no se dará a conocer, pero nos interesa. No 
podemos forzar esto, pero si la comisión está de acuerdo, podemos suprimir la versión taquigráfica y 
entrar en una sesión secreta, por lo menos hasta que termine esa explicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, esa decisión solo puede caber en la responsabilidad del señor 
canciller. 


SEÑOR PINTADO.- Se podrán imaginar que el tema convoca, pero aquí hay una cuestión que no 
alcanza con la reserva. En el Parlamento, lamentablemente, prometemos que vamos a guardar secreto 
pero el secreto no existe, porque después sale el apellido más famoso de la política uruguaya, que es 
«Fuentes», a hablar. De manera que no quiero esa responsabilidad, sinceramente. Creo en todos, 
pero, para poder seguir creyendo, prefiero después no andar mirando quién es el que hace trascender 
determinada versión. 


Por supuesto que el señor canciller puede asumir la responsabilidad, pero quiero hacer la 
salvedad, porque no hay garantías, ni acá ni en ningún ámbito político, de que una reunión pueda ser 
reservada, secreta, cerrada. Y me parece que hay mucho en juego como para andar arriesgándonos a 
que las versiones se puedan hacer públicas de la peor manera. Prefiero que esté todo el mundo acá y 
que por lo menos se tome nota de lo que uno dice. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de darle la palabra a la señora senadora Moreira me permito llamar a la 
reflexión para no seguir polemizando pues, de alguna forma, el destinatario sería el propio canciller que 
es quien puede decidir. Más allá de las apreciaciones que siempre valen, quiero proteger el ámbito y 
aprovechar el tiempo del canciller para hablar sobre lo sustancial. 


SEÑORA MOREIRA.- En el mismo sentido, creo que la convocatoria para esta comisión refiere a cuál 
es la estrategia que Uruguay va a desplegar en esta situación tan compleja que se da con motivo del 
traspaso de la Presidencia pro tempore del Mercosur. Por supuesto que si el canciller lo desea 
podemos suprimir la toma de la versión taquigráfica, a fin de poder hablar más tranquilos. De cualquier 
manera, entiendo que las reservas en las negociaciones para resolver un conflicto no deben estar 
abiertas a comisiones parlamentarias porque forman parte de una estrategia para destrabar un 
conflicto, donde la reserva es un aspecto indispensable del proceso de negociación. De todos modos, 
el señor canciller se expedirá al respecto. 


SEÑOR MIERES.- Solamente quisiera dejar una constancia en el sentido de que me parecen 
absolutamente improcedentes —y las rechazo de plano— las afirmaciones del señor senador Pintado 
con respecto a las garantías que deben existir en relación con el secreto de las sesiones. En las 
sesiones parlamentarias que deben ser secretas nosotros tenemos la obligación de actuar de esa 


forma; es más, prometemos guardar secreto y no hacerlo sería incumplir funciones inherentes al cargo. 
Lamentablemente, hubo un episodio muy reciente que nunca se aclaró, aunque me hubiera gustado 
que eso sucediera. Ni siquiera hubo un informe del presidente del Senado aclarando qué fue lo que 
ocurrió. De todos modos, ese episodio lamentable no puede ser una justificación para estar 
cuestionando el cumplimiento de nuestra palabra con respecto al deber de guardar secreto. 
Independientemente de eso, lo que decía la señora senadora Moreira es de recibo porque, quizás, en 
una negociación aún el secreto sostenido puede ser complicado para un diálogo y una negociación que 
tienen parámetros que se mueven muy rápidamente. 


SEÑOR MINISTRO.- Para contextualizar: la posibilidad de mantener el secreto o la suspensión de la 
versión taquigráfica son dos cosas distintas porque uno puede pasar a sesión secreta en la que igual 
hay actas que luego se guardan lacradas, pero una sesión sin versión, es otra cosa. 


Nosotros estamos convocando para el sábado 30, es decir dentro de nueve días, y en estos 
días esperamos conocer las devoluciones de las cancillerías informando si van a ir, si no van a ir, 
etcétera. El martes por la mañana, teniendo alguna información, pensaba llamar a ese espacio político 
que se ha creado en la Cancillería, en el que están representados todos los partidos políticos, para 
intercambiar opiniones. Por tanto, no estamos manejando ninguna cosa rara, ni haciendo ninguna 
triquiñuela o chicana, y eso debe quedar claro. Lo que queremos es ver cómo hacemos para que el 
Mercosur no entre en una inacción de todos esos temas administrativos de aquí a diciembre. También 
es posible que asumiendo la presidencia Venezuela y teniendo como principal elemento la negociación 
con la Unión Europea, el resto de los temas más administrativos y de integración queden un poco de 
lado. 


Por lo tanto, si los señores senadores me permiten preferiría aguardar hasta el martes y 
quizás ese día podamos realizar una reunión ampliada con los líderes políticos, más allá de los 
representantes partidarios. En ese ámbito se podría analizar cuáles son las respuestas del resto de los 
países, cómo nos preparamos para el sábado y qué es lo que tenemos que negociar entre los países 
miembros del Mercosur. 


Lo que quiero decir es que también tenemos la percepción de que hay dos países que van a 
poner muchas trabas —ya dijo el senador Lacalle Pou cuáles son, no los voy a repetir y todos los 
conocemos-—, pero también quiero manifestar, con toda franqueza, que Argentina, por ejemplo, está en 
una posición muy colaborativa y muy propositiva y quiere buscarle una solución, porque vemos que si 
empezamos con estos líos de quién tiene la presidencia del Mercosur y quién no, podemos entrar en 
un proceso de desgaste muy complejo que puede llevar a una serie de debilitamientos preocupantes. 
Entonces, si ustedes me exoneran, preferiría que aguardáramos hasta el martes, y ese día, con 
algunos insumos que tengamos respecto a la posición de otros países, decir qué es lo que estamos 
pensando en materia de dirección del Mercosur en el caso de que no se pueda completar el acto 
jurídico de traspaso de la presidencia. 


Ustedes saben bien cuáles son los tratados, lo que tenemos. Es verdad que estamos 
trabajando en muchos temas, pero lo concreto es que tengo una gran preocupación por el Mercosur. 
Hoy Venezuela ha incorporado dos medidas que van consolidando su pertenencia al bloque. En el día 
de ayer adoptó medidas sobre el arancel externo común y sobre reglas de origen. Todavía le quedan 
muchas, unas 560, que son de todo tipo, algunas mayores, otras menores. Pero es verdad que todavía 
no ha incorporado una gran cantidad de normas que ya tendría que haber incorporado. 


Yo les reitero que estoy preocupado por el Mercosur, al igual que ustedes, y creo que vamos a 
tener una semana compleja y difícil a partir del lunes que viene. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quizás sea lo mejor esperar hasta el martes y ojalá que salga todo bien. 
Pero me parece que lo que pasa es que tenemos distintas opiniones acerca de qué es «todo bien». 
Eso no tiene arreglo hoy y deseo que sea lo mejor para el bloque. 


Quería hacer algunas puntualizaciones que no las quiero dejar pasar por alto porque no las 
comparto. No son de matiz, pero tampoco pretenden generar una discusión. 


El ministro insiste con lo jurídico por encima de lo político, y es algo con lo que estamos de 
acuerdo. Nuestra argumentación hace a que esto ya pasó y nunca nadie dijo que se había violentado 
lo jurídico en el Mercosur en el 2014, cuando no se traspasa la presidencia de Venezuela a Argentina. 
Simplemente no se dio la instancia, que es lo que el ministro está sugiriendo que capaz que pasa, pues 
desde el momento que no nos juntamos todos no se traspasa, y no se perfeccionó la acción del 
traspaso que jurídicamente es válida. No fue que quedamos en un limbo jurídico, sino que seguía la 
Presidencia pro tempore porque no hubo reunión. Eso fue lo que pasó y es lo que uno básicamente 
está sugiriendo que pase. 


Por otra parte, sé que el ministro en el período de gobierno pasado no era canciller ni 
vicepresidente, sino senador, y lo que quiero decir es que cuando a Paraguay se lo suspende no había 
ningún quiebre institucional. Uno lee la Constitución de la República y aprecia que el mecanismo es 
legal, constitucional, si bien es cierto que a nadie le gusta aplicarlo y que ningún país quiere pasar por 
esa situación. Además, hay un agregado: la democracia no es solo la formal en lo electoral y que exista 
un parlamento, un Poder Ejecutivo y elecciones. Les diría que eso es el sustento, el medio para que la 
gente pueda desarrollar sus derechos individuales y los derechos colectivos, los derechos humanos de 
primera, segunda, tercera, cuarta y quinta generación. 


Entonces, me parece que ahí es donde la democracia en Venezuela no es plena. Los 
ejemplos sobran, abundan. Es mucho peor lo que el Mercosur le hizo a Paraguay, que lo que no le está 
haciendo a Venezuela. Para ser más claro y que no parezca un trabalenguas: hay o habría muchos 
más motivos para señalar el incumplimiento por parte de Venezuela que lo que hizo Paraguay. 


Reitero que no pretendo abrir esa discusión, pero como el señor ministro hizo referencia a 
estos episodios, por aquello de que el que calla otorga seguramente, nosotros tengamos alguna 
posibilidad de hablar con la opinión pública de esto—, considero importante marcar esa diferencia. Por 
ahí termino, señor presidente. 


Gracias. 


SEÑOR MIERES.- Lo primero que queremos decir es que compartimos las orientaciones generales — 
ya lo hemos dicho en otras oportunidades, pero quiero reiterarlo ahora— que han caracterizado la 
política exterior de este ministerio. O sea, diría que nos identificamos prácticamente en su totalidad con 
lo que ha sido la orientación, tanto en lo que tiene que ver con la profesionalización de la Cancillería 
como con la política exterior y la apertura del país al mundo. Obviamente, nos preocupa esta 
circunstancia. 


Entendemos que, de acuerdo a derecho, en la situación jurídica actual no existe otro camino, 
pero sí —ahí viene la pregunta— que la situación política de Venezuela está muy lejos de calificar como 
democrática. Hay un problema muy profundo que implica el avasallamiento de la independencia de 
poderes. Los poderes en Venezuela no tienen independencia. El Poder Judicial es absolutamente 
dependiente del Poder Ejecutivo, del presidente de la República Bolivariana de Venezuela. De hecho, 
hacen lo que el presidente les dice que hagan. ¡El poder electoral!, el Consejo Nacional Electoral 
venezolano actúa a las órdenes del presidente de la república. Eso opera más allá de la letra de la 
Constitución bolivariana de Venezuela; opera de hecho. Existe un poder que está en la Constitución, 
pero que determina la existencia de proscripciones tal como las que vivimos nosotros acá en los años 
setenta. En Venezuela hay políticos que están proscriptos y no pueden ejercer sus derechos, no 
pueden ser candidatos por el mero hecho de sus pensamientos, de su orientación político-ideológica. 
El año pasado, en las elecciones parlamentarias hubo un montón de candidatos representativos de 
distintos partidos que no pudieron ser candidatos porque se los proscribió, ¡se los proscribió!, tal como 
hacía la dictadura uruguaya en los años setenta con casi todos los políticos de aquella época. ¡Hay 
presos políticos en Venezuela! La situación de Leopoldo López es bien conocida. Es una situación 
insostenible desde el punto de vista del derecho internacional y del derecho interno de Venezuela. El 
propio fiscal que se escapó de ese país y declaró las «infamias» —entre comillas— que lo obligaron a 
hacer son indicadores absolutos. ¡Hay prisión domiciliaria para el alcalde de Caracas, que está 
encerrado en su apartamento! Hace un año estuve allá y fui a visitarlo. Pude entrar sin que hubiera 
sido oficial, pero en definitiva estuve con él. Está encerrado en un apartamento sin poder salir hace dos 
años. Lo sacaron los militares del despacho de la alcaldía de Caracas a los golpes, por orden del 


presidente. Y desde que la oposición obtuvo la mayoría en la Asamblea Nacional permanentemente ha 
habido un desconocimiento de sus decisiones, a tal punto que hace dos o tres semanas el presidente 
Maduro anunció la posibilidad de disolver este órgano. Pero no solo eso: anunció también —ya está 
operando- la entrega de poderes a las Fuerzas Armadas. 


Entonces, ¿qué más necesitamos que ocurra para tomar una decisión como bloque y, por lo 
menos, iniciar un proceso como el previsto en la cláusula democrática? 


El problema del traspaso de la presidencia pro tempore no radica en si las normas son las 
pertinentes; obviamente lo son. El problema es que debería haber una actuación de los miembros del 
Mercosur y comenzar un proceso de análisis de cuál es la situación democrática en Venezuela. O sea, 
la aplicación de la cláusula democrática, porque no es necesario que haya un golpe de Estado en el 
sentido de que se instale una dictadura militar para que se constate la ruptura institucional, pues 
estamos en una situación de autoritarismo. El señor ministro fue generoso al calificarla de democracia 
autoritaria pues, reitero, estamos en una situación de autoritarismo. 


Cuando no existe independencia de poderes; cuando hay presos políticos; cuando ha habido 
amenazas al Poder Legislativo, incluso de disolución; cuando la Justicia no es independiente y cuando, 
en definitiva, las circunstancias califican y ubican a Venezuela en el final de cualquier ranking 
democrático del mundo, que el bloque no tome alguna iniciativa por lo menos cautelar —lo que implica 
determinados pasos-—, nos genera la interrogante que hemos planteado. En otras palabras, vemos que 
el Gobierno uruguayo y la Cancillería —aunque compartimos lo sustancial de sus pronunciamientos—, 
no entienden pertinente la consideración de una medida de ese tipo; medida que a nuestro entender 
daría lugar a una nueva situación, a una presión debida sobre el Gobierno de Venezuela en el sentido 
de ayudar a su democracia y evitar que se desbarranque definitivamente hacia el autoritarismo. 


Esa es la pregunta que quería plantear. 


SEÑORA ALONSO.- Antes que nada, quiero agradecer al canciller y a la comitiva que lo acompaña su 
presencia en esta comisión para analizar el tema que hoy nos ocupa, al que de forma muy oportuna se 
refirió el señor senador Lacalle Pou en su exposición: la delicada situación que está atravesando el 
Mercosur. 


Tal como lo definió el propio canciller, el asunto es un verdadero problema, no tengo ninguna 
duda. Ojalá que en la próxima semana se pueda encontrar el mejor camino y las mejores respuestas, 
aplicando el derecho y el sentido común. Lo cierto es que hoy tenemos un problema grave. Pienso que 
pone al bloque y, en particular, a Uruguay, en una posición tremendamente incómoda. Más aún, la 
razón por la que Brasil y Paraguay están en contra de que Venezuela asuma la presidencia del 
Mercosur, no es solo una falta de sintonía ideológica como de manera simplista algunos han planteado, 
sino que el problema de fondo —tema que tenemos entre manos—, es que todos sabemos que en ese 
país, por más que le pongamos las concepciones que queramos, no hay democracia. A riesgo de ser 
reiterativa a propósito de las manifestaciones del señor senador Mieres, creo que es algo inocultable. 
Se trata de un país donde se violan los derechos humanos un día y otro también, lo que ha sido 
denunciado por todos los organismos internacionales independientes. 


Comprendo al canciller que, de manera diplomática, en sus declaraciones ha preferido 
caracterizar al régimen venezolano como una democracia autoritaria, aunque definitivamente no 
entiendo esa definición. Más allá de ese original oxímoron del propio ministro, todos sabemos que si 
tiene cuatro patas, ladra y mueve la cola, es un perro y, análogamente, si se cercena la libertad de 
prensa, si hay presos políticos, si se controla el Poder Judicial, si hay avasallamiento del Poder 
Legislativo —esto lo digo a modo personal y no le saco una palabra—, en Venezuela hay una dictadura 
disfrazada de democracia. Eso es lo que vive el pueblo venezolano hoy. Aquí no hay que disfrazar las 
palabras, porque esto es lo que definitivamente ocurre en Venezuela. 


Por lo tanto, yo entiendo lo que decía el señor ministro cuando expresó que se llegó al 
gobierno de manera democrática, pero para que un gobierno sea democrático debe seguir siéndolo, 
respetar los derechos humanos y el estado de derecho, lo que indudablemente el presidente Maduro 


no ha hecho. Para decirlo en forma concreta: el gobierno del presidente Maduro tiene legitimidad de 
origen pero no de ejercicio. Hace bastante tiempo que ha dejado de ser un régimen democrático 
porque ha actuado como una dictadura, aunque no nos guste y nos cueste decirlo y reconocerlo. 


Tal como decía el señor canciller, la posición del Gobierno ha sido que se debe transferir la 
presidencia con el argumento de que lo jurídico tiene que estar por encima de lo político. Esto es algo 
que nosotros, desde el Partido Nacional, ¡vaya si defendemos y respetamos! Ahora bien, si lo jurídico 
está por encima de lo político, entonces, me pregunto si no habría que aplicar el protocolo de Ushuaia. 
No hay razones jurídicas para no aplicarlo, porque en Venezuela no están dadas las condiciones 
democráticas. Al respecto, hoy leía un artículo de opinión de Hana Fischer —que seguramente habrán 
leído— en el que se decía: «Es tan jurídico el protocolo de Ushuaia como el tener que traspasar cada 
seis meses la Presidencia pro tempore. Un principio elemental de Derecho establece que, de una 
situación dada, no podemos alegar a nuestro favor la parte que nos conviene y rechazar la que no nos 
sirve. El Derecho es un sistema, por tanto nuestra forma de conducirnos en ese campo debe ser 
armoniosa». Es decir que debería primar el principio de coherencia y parece mucho más coherente 
aplicar el protocolo de Ushuaia que el del traspaso de una presidencia pro tempore a un país que, sin 
ninguna duda, no cumple con los requisitos democráticos. 


La pregunta que hacía el señor senador Mieres también tiene que ver con esto que nosotros 
nos cuestionamos o sobre lo que, por lo menos, dejamos nuestra preocupación. Creo que cuando las 
cosas empiezan mal terminan peor y esto es producto de no haber cumplido con lo que correspondía 
en el año 2012. Hoy tenemos las consecuencias de no haber actuado correctamente, de no haber 
cumplido con lo que se debía en el año 2012. Como decía el señor senador Lacalle Pou, si en aquel 
momento no estaban las condiciones dadas para el traspaso a Paraguay, me gustaría preguntarle al 
canciller si cree que las condiciones democráticas de hoy en Venezuela son mejores que las que había 
en aquel entonces en Paraguay. ¿Por qué no se le aplica a Venezuela la misma cláusula institucional 
que a Paraguay en el año 2012? 


A propósito de la reflexión que hacía el señor senador Lacalle Pou, creo que esto nos va a 
llevar a que el Mercosur termine de perder la poca credibilidad que aún le queda y que esperamos no 
pierda, ya que tenemos intereses en el Mercosur. 


Simplemente, quiero dejar planteada esta reflexión y mi preocupación. Esperemos que la 
próxima semana el Gobierno y la Cancillería puedan encontrar una respuesta mejor de la que hemos 
escuchado hasta ahora. 


SEÑORA MOREIRA.- Me vale la politóloga en esta instancia. 


Yo creo que el único país que está con un quiebre democrático profundo es Brasil. Pienso 
que, expedido el organismo técnico del Senado brasileño sobre el apartamiento de Dilma Rousseff, es 
evidente que las llamadas «pedaladas fiscales» no comprometen a la presidenta. Esto es lo que 
emana del órgano técnico del Senado. Considero que Brasil es el país que presenta un quiebre 
democrático más flagrante. Eso es evidente y el hecho de que la presidencia interina de Temer se vaya 
consolidando, no quiere decir que no padezca de ilegitimidad de origen —por usar las palabras 
empleadas por la señora senadora Alonso— o ilegitimidad, simplemente. Según Bobbio, los gobiernos 
se identifican como democráticos por la legitimidad de origen, es decir, cómo fueron elegidos y también 
por la legalidad en el ejercicio del Gobierno. El principio de legitimidad y de legalidad no se aplica a 
Brasil. Me sorprende que nadie haya dicho una sola palabra sobre ese país, porque es a él al que 
habría que aplicársele la cláusula democrática. 


Dicho esto, hay una verdad política sencilla de entender: cuando hay autoritarismo, los otros 
no tienen ni chance de gobernar. La definición de un régimen autoritario es que la oposición no 
gobierna. Sin embargo, Venezuela permitió que la oposición gobernara y ganara las elecciones en el 
Congreso. Créanme que ningún régimen autoritario en serio permitiría jamás que la oposición 
adquiriera la mayoría en un Congreso. 


Y con relación a este tema, hay una vastísima literatura que, por lo menos, sé que el señor 
senador Mieres —quien, al igual que yo, es politólogo— conocemos de sobra. Con esto me refiero a los 
dos principios que hacen al Protocolo de Ushuaia. El quiebre democrático se refiere, por lo menos, al 
principio de legitimidad básico, es decir, lo que en términos antiguos se llama un gobierno usurpado. Se 
usurpa el gobierno cuando los modos por los cuales se llega a ejercerlo, no son los establecidos por la 
democracia. 


Por estas razones, creo que Venezuela no está en condiciones de ilegitimidad, pero por 
supuesto sí lo está el gobierno de Brasil y sí lo estuvo el de Paraguay cuando se le aplicó la cláusula 
democrática porque el juicio a Lugo fue vergonzoso, bochornoso y estará en la historia de las ciencias 
políticas latinoamericanas como un bochorno, igual a lo que está sucediendo en Brasil, es idéntico. 
Pero repito: el principio de ilegitimidad no se le aplica a Venezuela. 


En cuanto al principio de legalidad, tengo dos cosas para decir, y voy a ser muy breve, señor 
presidente. Hay violación a los derechos políticos en Venezuela, a los derechos humanos. Todos los 
organismos internacionales lo dicen. También los organismos internacionales llaman la atención sobre 
Haití, los asesinatos en Colombia y los desaparecidos en México. ¡Ustedes no saben lo que son las 
declaraciones de Amnistía Internacional sobre todo lo que está pasando en América Latina en términos 
de violación a los derechos humanos de los indígenas, a los asesinatos políticos, a los asesinatos de 
periodistas! Sobre esto no hablamos, pero está lleno. Y cualquiera que se dedique a leer los reportes 
de Amnistía Internacional, lo sabe tan bien como yo. 


Termino mi intervención con un chascarrillo, solo para molestar. Hablando de la 
independencia del Poder Judicial, apenas Macri fue elegido como presidente de la república con toda 
la legitimidad de su investidura, hizo cambios en la Suprema Corte de Justicia en pleno receso 
parlamentario. Tampoco oí que se hicieran comentarios sobre eso. 


Quiero decir dos cosas que tienen que ver con la situación del Mercosur. La primera de ellas 
-y esto va dirigido directamente el señor senador Lacalle Pou— es que yo no interpreto, de lo que dijo el 
señor canciller, que el hecho de que tengamos esta situación y no pudieran reunirse los cancilleres, 
determine que Uruguay va a continuar detentando la Presidencia pro tempore del Mercosur. Digo esto 
porque quiero dejarlo sentado en la versión taquigráfica; no creo que el canciller haya dicho eso, ni me 
parece que sus palabras deban ser interpretadas así. ¿Por qué lo afirmo? Porque después salimos a 
hacer declaraciones a la prensa y queda la interpretación de que el canciller dijo que el Uruguay 
seguirá detentando..., etcétera. Por eso, señor canciller, para defenderlo a usted y a mi Gobierno, 
quiero decir que no hago la interpretación que hace el señor senador Lacalle Pou. 


(Dialogados). 


—Quiero dejar sentado todo esto en la versión taquigráfica y pedirle al canciller que, por favor, 
se expida sobre el tema. 


Por supuesto que queremos que el Mercosur funcione, es decir que de lo que afirma el 
canciller en esta reunión se desprende que se están tomando todas las providencias necesarias para 
que esta situación no desemboque en una parálisis de dicho mercado. 


José Sierra, el canciller de Brasil, ha presionado directa e indebidamente al Gobierno 
uruguayo. Además, Brasil es grande, razón por la cual es imposible aplicarle la cláusula democrática a 
pesar de la irregularidad de la situación en la que vive, y no es precisamente un amigo declarado del 
Mercosur. Afirmo esto porque viví una buena parte de mi vida en Brasil y porque me he dedicado a 
estudiar la política de ese país. Yo estoy para defender al Uruguay que en estos momentos pasa por 
una situación delicada, pero cuyo objetivo de mediano y largo plazo es un Mercosur que funcione y que 
no se vea sometido a una parálisis por sí, por las antipatías ideológicas de este momento en el que 
están triunfando gobiernos no precisamente amigos del Mercosur —sobre todo en Brasil en los países 
de este mercado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, señores senadores, evitemos hacer alusiones a fin de poder dar un 
cierre a esta reunión y que este presidente pueda cumplir con la palabra que le dio al señor canciller. 


SEÑOR LACALLE POU..- A pesar de no ser politólogo —sino un simple senador-, quiero decir algunas 
cosas. ¡Me encanta la mano que le acaba de dar al Gobierno la señora senadora Moreira! El señor 
canciller vino con un problema y se va con tres. En realidad, no solo tendrá que aplicarle la cláusula 
democrática a Venezuela sino también —como surge de las palabras de la señora senadora Moreira— 
con Brasil. Al mismo tiempo y de acuerdo con un concepto jurídico nuevo, se dice que Brasil es 
demasiado grande; es decir que habría un atenuante del Derecho según el tamaño y la conveniencia. 
Estimo que también depende de quién gobierne para que haya un atenuante a la hora de tomar 
medidas. Es lo que interpreto de acuerdo con el pensamiento de la señora senadora Moreira, aunque 
no me lo haya pedido. 


Ahora bien, ¿también tendremos que hacerlo con Argentina? Según lo que afirmó la señora 
senadora Moreira, el presidente Macri hizo algo por fuera de la Constitución, cometió un abuso de 
poder. 


Por lo tanto, el señor ministro se va a ir con un gran problema. Nosotros estamos tratando de 
darle una mano al Gobierno de nuestro país para que, más o menos, el Mercosur salga sin mella de 
este episodio. Sin embargo, la señora senadora oficialista, Constanza Moreira, le ha agregado dos 
más. Ahora quiero saber cuál es la visión del Gobierno con respecto a las afirmaciones de la señora 
senadora oficialista, porque no creo que el señor canciller se tenga que ir con dos temas más. 


SEÑOR PINTADO.- En primer lugar, quisiera decir que de la única democracia que estoy orgulloso es 
la de mi país; entiendo que todas las demás tienen defectos, aunque se elija a la mejor del mundo. 


(Dialogados). 


—En segundo término, creo que el canciller se iría con más problemas de los que trajo si 
aspira a aplicar la cláusula democrática a todas las situaciones. Lo que estamos tratando de decir es 
que comprendemos la situación compleja en la que la cancillería se está moviendo en el Mercosur, en 
un Mercosur que está lleno de problemas que no son de ahora, sino desde que nació. En otras 
comisiones hemos recibido las denuncias de los transportistas internacionales, que nos cuentan que la 
policía rodoviaria les para el camión, los mandan a la justicia y no se cumple nada del Mercosur, es una 
cantinela desde hace décadas, no de ahora. No le hemos pedido a las anteriores cancillerías ni a esta 
que rompan relaciones con Brasil, pero estamos asumiendo que hay una complejidad y que los 
procesos conllevan marchas, contramarchas, y problemas. La señora senadora Moreira hablaba de los 
problemas de Brasil y yo agregaría las cosas que no cumple, y sin embargo viene con total pompa a 
decirnos que hay países que no cumplen con las normas del Mercosur. No queremos agregarle 
problemas a la cancillería ni mucho menos. 


No voy a defender ningún proceso porque tengo críticas para con todos. En lo que tiene que 
ver con Venezuela no voy a decir a quién pongo en cada lugar porque el que lo dijo no me lo aclaró, 
pero un brasileño en una reunión parlamentaria dijo que en Venezuela había dos bandos: uno 
violentamente democrático y el otro pacíficamente autoritario. ¿Es posible? Sí, es posible. 


Ahora bien, yo recuerdo cuando estábamos en la dictadura y militábamos en la clandestinidad, 
en la Unión de la Juventud Comunista, clandestina y muy perseguida por la dictadura y en esas 
reuniones nos alegrábamos de la labor de algunos connotados compatriotas de todos los partidos que 
en el exilio proclamaban por la democracia uruguaya y siempre la conclusión era la misma: lo que 
determina es lo interno; las dictaduras caen por la movilización interna de los pueblos y no por la ayuda 
del exterior. Los que determinan son los pueblos. Y yo interpreto —y esto sí es una interpretación— que 
la cancillería está tratando de encontrar los mejores caminos para ayudar a que los pueblos no tengan 
mayores sufrimientos en la resolución de sus problemas internos, sin violentar la injerencia, sin 
meternos en la autodeterminación —-que es fundamental-, tratando de que las cosas se encaminen de 
la mejor manera posible en todo el Mercosur para defender los intereses del Uruguay. En todos los 


acontecimientos hay oportunidades y problemas. La situación de Brasil nos ofrece oportunidades para 
poder flexibilizar algunas cosas en materia de inserción internacional. 


Para finalizar quiero decir que comparto plenamente la línea de la cancillería que no es la más 
fácil. El camino más fácil es el condenatorio, nos quedamos tranquilos con nuestra conciencia y no 
resolvemos nada. El camino es tratar de colaborar para encontrar la mejor solución para todo el 
Mercosur y no solo para la situación venezolana. También hay que ser coherentes con la línea que se 
planteó la cancillería de que lo jurídico está por encima de lo político. Yo no asumo eso como una regla 
porque en el Uruguay ha habido revoluciones contra lo jurídico establecido que después terminaron 
cambiando lo jurídico y hasta se cambiaron las reglas electorales, pero admito que es así. El señor 
senador Martínez Huelmo me decía que después se justificaban diciendo que no era legal, pero que 
era legítimo. Para todo acto siempre hay una justificación, dependiendo de quién gane. La verdad es 
que quiero ser solidario con la cancillería y entiendo que la mejor manera de colaborar es dejar que 
haga su trabajo porque tenemos plena confianza en lo que están haciendo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Lo digo con mucha calidez, pero estuve desde mucho antes de que 
llegaran los demás señores senadores y creo que me gané el derecho a decir unas palabras, amén de 
que soy un par de todos. Está todo bien, pero hay que poner las cosas en su lugar. 


No hemos venido a discutir; en realidad, el objetivo de esta convocatoria era recibir al señor 
ministro para que nos diera alguna línea de actuación en el terreno del traspaso del martillo —como lo 
llamo— porque, en definitiva, de eso se trata. Sin lugar a dudas, esto empobrece mucho al Mercosur 
porque mientras otros andan por el mundo a mil por hora, nosotros estamos detenidos y 
empantanados en esta situación que creo que nos desprestigia colectivamente como comunidad de 
América Latina. 


Señor presidente: este tema es oportuno hacer alguna aclaración, sobre todo porque está 
muy en boga el tema de lo político y lo jurídico. En esto tengo un matiz con el querido compañero y 
ministro Nin Novoa: pienso que muchas veces sí hay dos líneas. Por ejemplo, cuando la Suprema 
Corte de Justicia tuvo que expedirse por el caso del expresidente del Banco de la República, lo hizo 
por tres a dos. ¿Qué hubo ahí? ¿Mala fe? ¿O hubo dos líneas de interpretación jurídica sobre la 
situación del entonces presidente del banco? Y que conste que estamos hablando de la Suprema Corte 
de Justicia. Entonces, cuanto más podemos pensar que hay dos líneas en un terreno como en el del 
Mercosur, donde todos sabemos que lo que existe, fundamentalmente, es un gran vacío jurídico. Hablo 
con cierta propiedad porque fui votante del Tratado de Asunción cuando era legislador por el Partido 
Nacional; así que ¡vaya si hemos trabajado! Además, presidí el Parlasur. Si vamos a revisar la historia 
jurídica del Mercosur nos encontraremos con enormes lagunas. Este es un tema que, 
lamentablemente, los Estados —sobre todo los grandes, que son los que deben conducir este proyecto— 
han evadido en forma permanente, muchas veces porque, a pesar de que les incumbe, no quieren ser 
regidos por la paridad con Estados chicos como el nuestro o como Paraguay. Además, todos sabemos 
qué pasa con la solución de controversias: casi nada. Este es un tema jurídico pero no liquidado, no 
afinado y, por tanto, es de los grandes dilemas que tenemos en el Mercosur. 


Esta situación, señores senadores y señor ministro, es de difícil resolución, porque el tratado 
que está vigente es el Protocolo Ushuaia l, que se refiere a toda ruptura del orden democrático. En 
cambio, el Protocolo Ushuaia Il —que está en comisión en la Cámara de Representantes, y que la 
oposición no votó; después veremos si lo tratamos o no, porque me lo asignaron a mí- habla de 
ruptura o amenaza. Hablando de lo político y lo jurídico, quizás el caso venezolano pueda regirse por el 
Protocolo Ushuaia Il y no por el Ushuaia l, que es el que está vigente. Reitero: el Protocolo Ushuaia | 
se refiere a la ruptura del orden democrático. Puedo razonar con la querida senadora Alonso en cuanto 
a las observaciones que hace: son ciertas pero, técnicamente, no implican una ruptura del orden 
democrático. De pronto, con el Protocolo Ushuaia ll podríamos entrar en otro tipo de ejercicio o de 
aproximación al tema venezolano. Ahí hay una diferencia porque, a nuestro entender, entre las grandes 
carencias históricas que tiene el Mercosur, está la de nunca haber hecho un examen de las 
constituciones de los países que integran el bloque, lo que da lugar a que cada constitución tenga un 
giro. Dado que vamos a tener un derecho común —ese es también el objetivo—, habría que ver los giros 
que puede tener la constitución paraguaya. Para nosotros fue una ruptura del orden democrático, 
porque era legítimo, como lo es Maduro, como lo es el Parlamento venezolano, y como también lo era 
el Parlamento paraguayo, haciendo una comparación entre los dos. Y fue una ruptura del orden 


democrático porque Lugo fue electo en el año 2008 —tuvimos el gusto de estar allá- por una mayoría 
impresionante. Fue en el caso de esa fisura y en ese momento que el entonces canciller Almagro y el 
expresidente Mujica dijeron que este problema se resolvió en base a lo político porque sobre lo jurídico 
no había posibilidad de solucionar absolutamente nada. Por eso yo hago la defensa cerrada de 
aquello porque, además, me comprenden las generales de la ley: soy del grupo de Mujica y no voy a 
dejar que en esta oportunidad, cuando se habla de lo jurídico y de lo político, le sigan pegando en la 
cabeza al pobre Pepe por este tema. Al final, esto termina siendo como un jugueteo verbal, en el 
Parlamento y en la prensa, porque te llama un periodista —que no sabe ni cuándo nació- y te pregunta: 
«¿Qué pasa con lo jurídico y con lo político?» Te hace la pregunta así nomás y uno tiene que relatarle 
todo esto en treinta segundos porque, si no, te corta. 


Quería dejar este tema aclarado, al menos en la versión taquigráfica, por si algún periodista lo 
recoge. Nosotros defendemos claramente —lo hicimos de manera pública, en conferencia de prensa, 
cuando volvimos de Mendoza-— la suspensión de Paraguay. Después vinieron algunos parlamentarios 
paraguayos —fueron traídos por algunos colegas nuestros; nosotros votamos para que se los recibiera— 
a hacer los descargos y a lloriquear a la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de 
Representantes. Ellos vinieron aquí, pero a mi modo de ver se trató de una ruptura del orden 
democrático. Aquí tenemos las dos bibliotecas: hay quienes se inclinan por una, y yo me inclino por la 
otra. Esa fue mi tesitura y la defendí. 


Por otra parte, entre las gloriosas lagunas que tiene el Mercosur —que son culpa de todos—, no 
tenemos un proceso para trasladar la Presidencia; esto solamente se previó en dos disposiciones: el 
artículo 37 del Protocolo de Ouro Preto y alguna cosita más. Es algo increíble: no tenemos un protocolo 
que nos diga qué solución le damos al artículo 37 del Protocolo de Ouro Preto, porque es una 
generalidad y no puntualiza nada. Esto es grave porque refiere al traslado de la Presidencia, pero 
mucho más lo es en lo que refiere a la adhesión de los países. No hay cosa más política que la 
adhesión de un país a un bloque. Yo pregunto: ¿existe en el Mercosur un protocolo que establezca, 
que luego de transcurridos dos años, si el Parlamento de un país no trata la ratificación de la adhesión 
al Mercosur, ella se da automáticamente? Hace más de dos años que votamos la adhesión de Bolivia, 
pero aún no ingresó al Mercosur. Por eso le dijeron al embajador que aún no era socio del club, que se 
fuera a la Embajada, que se tomara un café y que no se pusiera nervioso. ¿Cuánto tiempo ha pasado? 
Fue lo que ocurrió con Paraguay con respecto a Venezuela. Y vuelvo a reclamar una vez más por una 
falencia del Mercosur: unos políticos corruptos del senado de Paraguay, que querían cobrar coimas, se 
sentaron seis años encima del protocolo de adhesión. Esos señores senadores, que vinieron a darnos 
clases de moral y de democracia a la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de 
Representantes, ¡estuvieron seis años sentados encima del protocolo de adhesión! ¡Seis años! Y aquí 
nadie dijo nada. Parece que tuviéramos dos Américas. 


Yo vengo aquí a decir mi versión, mi verdad; nosotros lo defendimos en aquella época, lo 
volvemos a hacer ahora y lo discutiremos en sala. Creo que llamar al canciller para interrogarlo y que 
luego cada uno salga a discutir este tema por la suya no es el mejor procedimiento. Lo podemos hacer 
en sala: llamamos al señor ministro, discutimos el tema sin límite de tiempo —no con el tope de 45 
minutos— y que cada uno diga lo que quiera. Vamos a revitalizar este tema. Yo discrepé absolutamente 
con el excanciller Almagro en aquel momento, cuando dejó solo al presidente de la república con el 
bagaje de lo político. Pero Mujica se defiende solo. Mucha gente opinó que allí se impusieron una 
realidad y una práctica del Mercosur: ir por el andarivel político cuando es forzoso hacerlo, porque 
muchas veces lo consuetudinario anda por encima de lo legal dado que hay grandes vacíos. 


Quiero decir también que ya que estamos poniendo al día al Mercosur, quizá habría que incluir 
alguna cláusula para que las ratificaciones se hagan rápidamente porque, en definitiva, estamos 
sumando países al bloque. Y con Venezuela hubo un tratamiento discriminatorio en este tema. Como 
dije: el Senado paraguayo estuvo sentado seis años encima del tratado de adhesión. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Voy hacer algunas puntualizaciones que considero centrales y que surgen de 
las intervenciones de los señores senadores. 


En primer lugar, los representantes de Brasil vinieron a Uruguay a proponer cambio de fecha 
y le dijimos que no. Reitero, sugirieron modificar la fecha para después del 19 de agosto y la respuesta 


fue negativa. La prueba está en que como debemos realizar la convocatoria con 15 días de 
anticipación, la efectuamos el día 15 para el 30. Y la solicitud de Brasil se hizo el 5. 


Por otro lado, Uruguay no se va a quedar con la Presidencia del Mercosur, salvo que 
Venezuela motu proprio resolviera que no la quiere y el resto de los países dispusieran que siguiera 
nuestro país. Reitero que el día 30 Uruguay va a hacer el cierre final, el informe final y va a entregar la 
presidencia. 


Me interesa que quede bien claro que lo que estamos negociando es cómo se perfecciona el 
acto jurídico de ese día. 


Por último, me gustaría que el señor subsecretario hiciera una pequeña intervención sobre 
algunos aspectos jurídicos que me parece que son muy importantes. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El señor ministro ha dicho todo; simplemente deseo reafirmar algo que 
señaló el señor ministro: el Mercosur está viviendo una situación muy seria. 


Según se desprende de las intervenciones que aquí se han formulado, creo que todos 
estamos de acuerdo en la necesidad de evitar la parálisis del Mercosur, no por ella en sí misma sino 
por impedir su patología o a lo que la parálisis puede conducirnos. En eso —créanme- es en lo que está 
empeñada la Cancillería con el canciller al frente. Por esa razón el señor ministro se reunió hace unos 
días con algunos de sus colegas en la sede de la Cancillería y hemos convocado a esta reunión para el 
próximo día 30. Tenemos un objetivo común en el que estamos de acuerdo y en el que la Cancillería 
está empeñada. 


En una situación de crisis de la magnitud de la que estamos viviendo, déjenme decir que una 
vez más solo el derecho es para un país como Uruguay el recurso que tenemos a disposición. Esto no 
vale por mi afirmación sino por lo que ha sido nuestra historia de política exterior desde nuestra 
constitución como estado independiente hasta ahora. Perdónenme, pero mientras digo esto no puedo 
dejar de pensar en aquella frase sobre la veleidad de los hombres y las seguridades del contrato. Esto 
está en nuestro ADN y es la historia de la política exterior del Uruguay desde nuestro nacimiento a la 
vida independiente. En situaciones de crisis ha quedado demostrado que para Uruguay la fidelidad al 
derecho y la afirmación y el respeto absoluto al derecho internacional son las únicas medidas a nuestra 
disposición, nuestras únicas armas. Es verdad que el Mercosur nos muestra incumplimientos a la 
norma y al derecho; tenemos muchos y en los distintos niveles de acción. Pero una vez más: el 
incumplimiento de la norma no lo convierte en legítimo. La violación de la norma no transforma en 
derecho al acto que la viola. Sigue constituyendo una violación; no se convierte en legítima. Lo que 
debemos hacer es reafirmar y buscar decir el derecho. 


Como se mencionó en la discusión, contamos con un instrumento jurídico, que es el Protocolo 
de Ushuaia. Se trata de un documento jurídico que nos vincula y refiere a «la ruptura del orden 
democrático». Estas son las palabras textuales que utiliza el instrumento. 


Entonces, tal vez no debamos focalizarnos tanto en la discusión sobre la democracia o los 
contenidos —que, naturalmente, es una discusión sobre un tema opinable y lleno de matices—, sino que 
tal vez debamos hacerlo en la vigencia del Estado de Derecho o lo que, en inglés, se llama rule of law. 
Más que discutir si tal país es o no una democracia o si tiene condiciones para ser considerado como 
tal, me parece que deberíamos centralizar nuestra discusión en si está vigente el Estado de Derecho, 
en si hay o no rule of law. A partir de esta discusión, deberíamos ver si estamos frente a una hipótesis 
de ruptura del orden democrático. 


En las condiciones en que estamos conversando, déjenme decir que estos temas no han 
estado ausentes, obviamente, de las discusiones. Para poner en acción el Protocolo de Ushuaia se 
requiere una convergencia, una comunidad de voluntades. Creo que si los cancilleres, en algún 
momento, llegan a la conclusión de que, efectivamente, estamos frente a una situación de ruptura del 
orden democrático, pondrán en marcha el mecanismo que establece ese protocolo. Creo que tal vez 
sea conveniente recordar esto, de todas maneras, aunque pueda parecer una obviedad. 


Entonces, creo que si estamos en esta situación y si hasta ahora nadie ha accionado el 
Protocolo de Ushuaia —y, por lo tanto, el Estado al que le corresponde el pasaje de la presidencia no 
está suspendido, como decía hoy el canciller—, lo que corresponde, de acuerdo al artículo 5. del 
Protocolo de Ouro Preto es la entrega de la presidencia. No tenemos argumentos jurídicos para 
oponernos a esa entrega y, como decía el canciller, Uruguay ha cumplido su semestre de presidencia; 
Uruguay va a entregar su presidencia. Lo que tenemos que hacer es arbitrar esto entre todos, porque 
recordemos que la regla del Mercosur es el consenso. El Mercosur requiere para su funcionamiento del 
consenso de todos sus miembros y, en particular, la entrega de la presidencia requiere un acto para 
perfeccionarse, que es la reunión del Consejo Mercado Común -que es lo que estamos convocando 
para el día 30-—, en la que tienen que estar presentes todos los Estados. 


Aquí, a nuestro entender, no hay transferencia automática de la presidencia. Hay un acto 
que perfecciona la entrega de la presidencia y lo hace por la vía de la costumbre que, en el ámbito del 
derecho internacional, es fuente de derecho. 


Entonces, esta situación es ante la que estamos enfrentados en lo inmediato y, justamente, 
como decía el ministro, de lo que se trata es de ver entre todos —regla del consenso, una vez más— 
cómo resolvemos esta situación evitando la parálisis del Mercosur. 


Gracias. 


SEÑOR MIERES.- Muy brevemente quiero hacer una pregunta. En las circunstancias actuales, ¿el 
Gobierno del Uruguay no entiende que haya que discutir la posibilidad de aplicar la cláusula 
democrática del Protocolo de Ushuaia a Venezuela? Esta es una interrogante bien clara y concreta. 


SEÑOR CANCELA.- Naturalmente, esto es motivo de conversación entre los Estados miembros 
porque, como decía, se requiere la concurrencia de varias voluntades para poner en marcha estos 
mecanismos. En particular en el caso de Uruguay, lo que interpretamos es que, al momento actual, no 
hay ruptura del orden democrático en los términos en que lo define el Protocolo de Ushuaia; digo esto 
para ser preciso respecto a la posición de Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO..- Si los señores senadores están de acuerdo, daríamos este tema por concluido y 
pasaríamos a tratar el otro tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el punto vinculado a los ex presos de Guantánamo. 


SEÑOR LACALLE POU.- Reitero mi agradecimiento por esta concurrencia porque así nos ahorramos 
los pedidos de informes que en cualquier circunstancia son una de las vías formales y necesarias. 


En este caso para mí es muy importante tener información en base a las siguientes razones: 
por lo que pasó en nuestro territorio, por la alarma generada en la región y por lo que se dice en los 
Estados Unidos de Norteamérica. En este mundo interconectado todavía prefiero quedarme con la 
versión de mi gobierno. 


No voy a hacer historia, pero en su momento nos opusimos a esta recepción por varios 
motivos, entre otros, porque Estados Unidos podría haber resuelto por sí mismo lo relativo a esta 
ilegítima prisión en Guantánamo. Lo dije públicamente en su momento y lo reitero ahora: salimos a 
lavar los trapos sucios a los Estados Unidos de América sin necesidad. Lamento que algunos no 
compartan esta opinión, pero el presidente de aquel entonces, el señor Mujica, le dio a la población 
tres razones: las naranjas, una razón humanitaria y el intercambio de presos con Cuba. De las tres hay 
dos que no son ciertas y últimamente nos enteramos por el ex presidente Mujica que el acuerdo «fue 
de boca»; que no hay un papel firmado. Sobre este tema convoqué a Sala a Luis Almagro. No tengo 
aquí la versión taquigráfica, pero recuerdo que se amparó una y otra vez en el derecho a la intimidad y 
una y otra vez mencionó el carácter de refugiados. Ante las preguntas sobre monitoreo por parte de 
Inteligencia nacional; sobre mantenerse en nuestro territorio por un plazo determinado; sobre los 
nombres o currículos delictivos —si es que los tenían— y sobre la participación de agencias de 


investigación internacionales, el silencio o la negativa fueron los argumentos compartidos en aquel 
entonces. 


Lamentablemente el tiempo nos dio la razón. Hubo una confusión en la población nacional 
sobre la diferencia entre los sirios y los ex reclusos de Guantánamo. Es más; la posición partidaria fue 
favorable a la recepción de exiliados sirios y contraria a la recepción de los ex reclusos de 
Guantánamo. Y hoy estamos ante un problema: el no saber. Creo que el perfeccionamiento de un 
acuerdo internacional —del cual venimos hablando a todos los participantes— «de boca», no parece 
hablar muy bien de la formalidad en el establecimiento de las relaciones exteriores. En Estados Unidos 
están diciendo que el presidente Obama nos engañó. Creo que nos metimos en un baile sin que nadie 
lo necesitara, por lo menos nosotros. 


Quiero saber si hubo o no un acuerdo firmado o si solo fue «de boca». Si fue «de boca» es 
muy difícil saber qué fue lo que se habló, porque esto no es un tribunal y hoy el ex presidente Mujica es 
senador y no tiene por qué ser requerido ni interpelado por mí. Es una responsabilidad en el tiempo, 
pero hoy la responsabilidad la tiene el señor canciller, que es del mismo partido. Hay una continuidad 
en el gobierno. De manera que queremos saber, dentro de lo posible, en qué nos metieron. 


Ya sabemos que de las razones, hay dos que no son ciertas, desde el momento en que se 
esgrimen tres. Y si la de las naranjas fuera cierta, no parece muy lógica, en la balanza entre seres 
humanos y naranjas. 


Por lo tanto, pretendo que se nos informe esto, porque no tengo la comprobación pero sí sé 
que hay una triangulación de algunos estados, entre otros con Venezuela. En nuestro país ha llegado y 
salido gente con pasaportes falsos. No me consta ni creo que sea una base operativa de presencia 
terrorista internacional, pero no me extrañaría que sea un lugar de ensueño de los terroristas. 


En definitiva, quisiera saber qué información, dentro de la que nos puede brindar, tiene a este 
respecto, pero sobre todo quiero hacer hincapié en si fue de boca o no un acuerdo de este tipo con los 
Estados Unidos de América. 


SEÑOR MINISTRO.- En la Cancillería no encontramos ningún documento firmado que aludiera a un 
tratado en esa materia. Lo quiero decir con todas las letras. 


En segundo lugar, como canciller, trato de no opinar sobre dichos de presidentes. Los 
presidentes tienen otro status y no opino sobre lo que dijeron o hicieron, ni siquiera los extranjeros. En 
todo caso, me vínculo con mis pares. 


Me parece que el estatuto del refugiado es un estatuto específico, que implica que el país 
acepta a determinadas personas para que vivan en libertad y que no se las puede seguir, indagar ni 
vigilar. Tienen plena libertad de movimiento. Además, la ley del refugiado —esto es algo que estamos 
viendo con mucha preocupación—, en su Capítulo V, cuando habla de los principios del refugio, dice: 
«Toda solicitud de refugio impone al Estado respetar los siguientes principios», y en el literal F) dice 
«Confidencialidad». Y luego el artículo 17, que desarrolla el concepto de confidencialidad, dice: «Los 
órganos creados por la presente ley y sus integrantes» —en esto está el Poder Legislativo también, 
porque preside, además, la Comisión de Refugiados; el Ministerio de Relaciones Exteriores, etcétera— 
«no podrán facilitar información alguna relativa a las personas solicitantes o refugiadas. Toda la 
información que reciban de o sobre los solicitantes y refugiados es confidencial. Solo podrá ser 
revelada por autorización expresa y escrita de la persona interesada o por resolución fundada de la 
Justicia competente. 


No se admitirá otra excepción que las establecidas en la presente ley». 


Posteriormente, el artículo 18 pena la violación de la confidencialidad, porque dice: «El que 
por cualquier medio facilitara alguna de las informaciones confidenciales a las que refiere el artículo 
anterior, será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaría». 


Con esto no quiero presentar un argumento para eludir una respuesta. Simplemente quiero 
aclarar cuál es el marco en el cual nos tenemos que mover en estos temas. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Dónde se establece jurídicamente? ¿Dónde Uruguay escribió que esas 
personas están amparadas bajo el estatuto del refugiado? ¿Cómo sé yo en qué calidad vinieron estos 
exreclusos al país? 


SEÑOR MINISTRO..- Ellos solicitaron la calidad de refugiados. 


SEÑOR LACALLE POU.- Está bien, lo solicitaron, pero ¿no hay un documento que lo avale por parte 
del Estado? ¿No hay un acto jurídico? 


(Dialogados). 
—El Estado no se maneja de boca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El ministro y el senador Lacalle Pou tienen amplia experiencia parlamentaria, 
por tanto, voy a pedir que eviten los dialogados. 


SEÑOR MINISTRO.- La Comisión de Refugiados fue quien le dio el estatuto de refugiado. 
SEÑOR LACALLE POU.- ¿Hay algo escrito? 

SEÑOR MINISTRO..- Sí. 

SEÑOR LACALLE POU.- Perfecto. 


SEÑOR MINISTRO.- En Uruguay tenemos más de trescientos refugiados y una de las cosas que 
garantiza la sobrevivencia, la integridad de los refugiados, es la confidencialidad. De todos modos, 
también contestaremos el pedido de informes. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero hacer una pregunta porque en mi calidad de integrante de la comisión de 
seguridad del Senado abordamos este tema un tiempo atrás. No recuerdo si el señor senador Mieres 
participó de la reunión con el ministro Bonomi. 


La pregunta concreta está vinculada con la situación de una de estas personas, Diyab. 
Quisiera saber si el Poder Ejecutivo, si el Gobierno está tranquilo o si tiene algún tipo de preocupación 
con respecto a la eventual o potencial peligrosidad de esta persona en estos momentos o en algún 
otro, en virtud de que no se encuentra en el país. 


SEÑOR MINISTRO.- En estos momentos, puedo afirmar que no; en otros momentos, no lo sé porque 
el comportamiento de las personas varía. Estoy absolutamente convencido de que si respecto de los 
presos de Guantánamo hubiera razones valederas para ser juzgados, los hubieran llevado para 
Estados Unidos y los hubieran condenado en ese país. Por otra parte, si existiera algún atisbo de 
peligrosidad, no los hubieran liberado, entonces, me parece que hoy no hay ninguna preocupación por 
ese tema. Me refiero al tema de este señor, cuyo nombre no debo mencionar y la prensa tampoco 
debería hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, le agradecemos especialmente al señor canciller 
por su comparecencia y a la delegación que lo acompaña. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17:18). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


